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S E N T E N C I A 
 
 
María del Mar García Maldonado, Juez titular del Juzgado de 
Primera Instancia nº 1 de Manacor, ha visto los presentes autos 
de juicio verbal promovidos por Dª Coloma Castañer Abellanet, 
Procuradora de los Tribunales, obrando en nombre y 
representación de AMPARO RUIZ ZUBIZARRETA frente a JUAN COLL 
MARTÍNEZ y FÉNIX DIRECTO SEGUROS S.A., en calidad de asegurador 
sobre reclamación de cantidad. 
          
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
     
       PRIMERO.-Por la representación antedicha, se presentó 
demanda de Juicio verbal que fue turnada a este Juzgado y en la 
que tras exponer los hechos y los fundamentos de derecho que 
consideró aplicables terminó suplicando al juzgado que dictase 
sentencia por la que se condene a los demandados a que abonen a 
la actora la cantidad de 4.869,20 euros, más intereses y costas. 
 
     SEGUNDO.-Admitida a trámite la demanda ,se acordó el 
emplazamiento del (los) demandado(s),por el término y bajo los 
apercibimientos legales ,presentándose escrito en tiempo y forma 
por  los demandados, oponiéndose a la demanda y en la que tras 
exponer los hechos y fundamentos de derecho que consideró 
aplicables ,concluyó suplicando al Juzgado que dictase sentencia 
por la que se desestimase la pretensión de la parte actora con 
expresa imposición de costas a la misma. 
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     TERCERO.-Se tuvo por contestada la demanda convocándose a 
las partes a la vista. Dicha comparecencia e llevó a cabo en la 
fecha señalada y tras exhortar a las partes a que llegaran a un 
acuerdo ,que no pudo alcanzarse ,se ratificó cada uno en sus 
respectivos escritos y tras resolverse los problemas procesales 
planteados en los términos señalados en el acta levantada se 
admitió la prueba propuesta y se procedió a su práctica, 
quedando los autos vistos para sentencia. 
 
     CUARTO.-En la tramitación del presente juicio se han obser-
vado todas las formalidades legales. 
 
                      
 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 
 
     PREELIMINAR.- Alega la actora que , siendo aproximadamente 
las 12:25 horas del citado 30 de abril de 2019, el vehículo 
sanitario circulaba por la Avenida Felanitx del municipio de 
Manacor cuando, a la altura del núm. 57, el conductor de la 
ambulancia tuvo que detener la marcha para dejar paso a un 
peatón que pretendía cruzar debidamente por el Paso de Peatones. 
En ese preciso instante fueron alcanzados por el vehículo que 
les precedía, conducido por Juan Coll, el cual circulaba sin 
prestar atención a la vía, sin percatarse de que había operarios 
trabajando en la calzada, motivo por el cual había un importante 
charco de agua, y sin mantener la distancia de seguridad 
necesaria.  
 La Técnico de Emergencias, Amparo Ruiz, fue diagnosticada 
inicialmente de: -Latigazo cervical.-Contusión dorso–lumbar. 
Para su sanidad precisó, además de la toma de diversos fármacos 
para el dolor y relajantes musculares, un tratamiento 
rehabilitador de treinta y dos sesiones, del 09 de mayo al 26 de 
junio del 2019, fecha en la que recibió el alta médica con 
secuelas (a petición de la paciente). 
 Por su parte el demandado alega que, no es imputable al Sr. 
Coll la responsabilidad en el accidente, así como, inexistencia 
de relación de causalidad, disconformidad con el alcance 
lesional y secuelas. 
 Estos últimos, son los hechos fijados como controvertidos. 
      
     PRIMERO.- Responsabilidad del demandado. Pretende la 
demandada desviar la atención a la existencia de obras en la 
calzada no señalizadas y productoras del charco de agua. En éste 
punto, los agentes de la Policía Local de Manacor con nº 280024 
y 140016 que acudieron al lugar del accidente, fueron muy claros 
en su declaración, las obras estaban señalizadas, que el charco 
pudo influir, pero no fue el motivo del accidente, tratándose de 
un impacto por alcance. 



    

 

 Partiendo de la documental obrante en las actuaciones, 
resulta fundamental el atestado policial, en el cual, se recoge 
la referencia a colisión por alcance con daños materiales y 
personales. El mismo recoge que si bien la calzada se encontraba 
con un gran charco de agua, la causa inmediata del accidente fue 
el incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 54 del 
reglamento de circulación, no guarda la distancia de seguridad. 
Y es que, si bien la calzada se encontraba afectada por un 
charco de agua, ello no es elemento que sirva para excluir la 
responsabilidad del Sr. Coll ya que, si el mismo hubiese 
guardado la distancia de seguridad, al menos, se hubiesen 
apreciado signos de frenada, algo a lo que no se hace alusión en 
ninguna parte del atestado. 
 Queda pues acreditada la responsabilidad del Sr. Coll en el 
siniestro. 
 
 SEGUNDO.-Relación de causalidad. Como establece el TS, el 
nexo de causalidad constituye en realidad un problema de 
imputación y de lo que se trata es que los daños y perjuicios 
reclamados deriven de un acto u omisión imputable a quién se 
exige indemnización por culpa o negligencia y que además sean 
consecuencia necesaria del acto u omisión de que se hacen 
dimanar. 
      Como estableció el TS en Sentencia de 30.06.2000 es 
doctrina de esa Sala que independientemente del criterio que se 
siga (subjetivo u objetivo), es requisito indispensable la 
determinación del nexo causal entre la conducta del agente y la 
producción del daño ( sentencia de 11 febrero 1998 ), el cual ha 
de basarse en una certeza probatoria que no puede quedar 
desvirtuada por una posible aplicación de la teoría del riesgo, 
la objetivación de la responsabilidad o la inversión de la carga 
de la prueba  
     La prueba del nexo causal, requisito al que no alcanza la 
presunción ínsita en la doctrina denominada de la inversión de 
la carga de la prueba, incumbe al actor, el cual debe acreditar 
la realidad del hecho imputable al demandado del que se hace 
surgir la obligación de reparar el daño causado 
     En estén mismo sentido las Sentencia de 24.01.2007 o, 
18.06.2013. 
     Por lo tanto, es evidente que en aplicación de lo dispuesto 
en el art.217.2 de la LEC es la parte actora la que ha de 
acreditar la relación de causalidad entre las lesiones y el 
accidente circulatorio y ello sin perjuicio de la matización del 
rigor de la prueba terminante del presupuesto del nexo causal a 
través de la exigencia de un juicio reforzado de probabilidad 
amparado en la prueba de presunciones. 
 Por otro lado y por lo que se refiere a las lesiones de 
baja intensidad, la escasa entidad de las colisiones entre 
vehículo no es un obstáculo para apreciar la relación de 



    

 

causalidad de las lesiones en el caso de colisiones por 
alcance de poca intensidad …como reiteradamente se viene 
planteando ante los Tribunales, las consecuencias lesivas de 
este tipo de accidentes no dependen solo de la intensidad de 
la colisión teniendo gran relevancia que el golpe pille 
desprevenido al golpeado..”. 
 Por lo que se refiere a la primera cuestión el fundamento 
de la posición de la aseguradora es la aportación de un informe 
biomecánico. En el mismo y sobre la base de unas fotografías y 
de las facturas de los daños, se llega a la conclusión de la 
velocidad concreta en el momento del impacto y que la misma no 
es susceptible de producir lesiones.    
     Por lo que se refiere a este tipo de informes su fundamento 
es que en los supuestos en los que la velocidad de un vehículo 
sea de una determinada intensidad, las posibilidades que se 
produzca una lesión cervical son muy remotas. Existen distintas 
posturas a este respecto. En unos casos se pone el límite en 10 
Km/H, en otros casos se rebaja a 8 KM/H y en otros que existe 
dudas en lo que se refiera al tramo entre 6 y 8 km/H. 
     Las conclusiones de este tipo de informes no son 
compartidas por unos funcionarios públicos expertos y objetivos 
en este tipo de lesiones como son los médicos forenses y ello 
cuanto cuando se trata de aplicar la regla general al caso 
particular. 
     La razón es evidente. En el origen de estas lesiones 
inciden toda una serie de factores, además de la intensidad, 
cómo es la postura del que recibe el golpe, la previsión del 
mismo… 
     Por ello es necesario acudir a cada caso concreto, pues 
como establece a titulo ejemplificativo, la sentencia de la A.P. 
de Murcia de 10.09.2013 (sección 4ª), con cita de las de 
12.02.13 y 2.07.2013 de la sección 5ª, no es suficiente para 
rechazar el resultado lesivo los supuestos en los que los daños 
en los respectivos vehículos son mínimos. 
     A la vista de los documentos que obran en las actuaciones, 
fundamentalmente los partes de asistencia de asistencia 
sanitaria e informes periciales, se considera que el accidente 
que nos ocupa ha dado lugar a la producción de lesiones. 
Cuestión distinta es la valoración de las mismas. 
 Es obvio que se ha de acudir a cada caso concreto. 
 En el supuesto que nos ocupa nos encontramos con el hecho 
que el mismo día del accidente el actor acude a la mutua y se le 
diagnostica de latigazo cervical y contusión dorso-lumbar. 
 Consta informe de su Médico Tratante del que se derivan las 
lesiones. De igual modo y de conformidad con el informe que se 
aporta por la aseguradora lo que se dice es que en el caso que 
existieran algias cervicales en la intensidad reflejada en el 
informe de urgencias las lesiones hubieran tardado en curar un 
periodo no superior a los 21 días. 



    

 

 De todo lo expuesto a la conclusión a la que se puede 
llegar es que el accidente enjuiciado fue susceptible de 
ocasionar lesiones al actor. 
 Cuestión distinta es la intensidad de las mismas. 
 
 TERCERO.- Alcance de las lesiones. Dicho lo anterior y por 
lo que se refiere a los días de sanidad y ante las discrepancias 
que existen siempre en esta materia se hace conveniente la 
utilización de determinados Protocolos. 
 Hemos de empezar por recordar que lo que establece  
actualmente  el  art.135 del RD 8/2008, es que “Los traumatismos 
cervicales menores que se diagnostican con base en la 
manifestación del lesionado sobre la existencia de dolor, y que 
no son susceptibles de verificación mediante pruebas médicas 
complementarias, se indemnizan como lesiones temporales, siempre 
que la naturaleza del hecho lesivo pueda producir el daño de 
acuerdo con los criterios de causalidad genérica siguientes…”.A 
continuación se manifiesta que “La secuela que derive de un 
traumatismo cervical menor se indemniza sólo si un informe 
médico concluyente acredita su existencia tras el período de 
lesión temporal.” 
     Bastante significativo es el llamado Protocolo de 
Barcelona. En el mismo se ha intentado por diversos 
especialistas en la materia (médicos forenses, de la sanidad 
pública y de las aseguradoras) establecer una serie de pautas a 
la hora de valorar este tipo de lesiones. Sobre la base de una 
serie de elementos (tratamiento inicial, las prueba practicadas, 
intensidad del golpe…) se fijan unos criterios que al menos 
pueden servir de base para la fijación y valoración de las 
consecuencias del accidente. 
 Partiendo de la prueba aportada a las actuaciones, en 
concreto del informe de la mutua balear, no aportando la actora 
los sucesivos partes de baja y alta, sino únicamente el informe 
de evolución hasta el alta, en el mismo se recoge como fecha de 
baja el día 30/4/2019, fecha del accidente y alta el día 
26/6/2019, exponiendo como exploración al alta, no limitación de 
la movilidad, molestia en trapecio derecho a las 
lateralizaciones y contractura asociada. 
 Del informe de fisioterapia particular se extrae que con 
dos sesiones desde el 21/5/2019 hasta 13/6/2019 hubo mejoría y, 
en la tercera y cuarta sesiones se consigue normalizar la 
movilidad general, por lo que se entiende se ha producido la 
recuperación. Es en este punto donde debe ponerse en 
consideración tanto el informe pericial aportado por la actora 
como por la demandada, contrastando conclusiones. El día 
12/7/2019 se considera por el fisioterapeuta privado que se ha 
alcanzado la recuperación, pero todo ello, sin perjuicio de que 
se continúe por existir cuadro de resentimiento del cuadrado 
lumbar. El perito Sr. Dezcallar indico que dicha circunstancia 



    

 

es de valoración y apreciación subjetiva, siendo éste el cuadro 
presentado a su exploración de la apaciente en fecha 29/10/2019. 
 Se considera pues, que existen un total de 73 días de 
perjuicio temporal, de los cuales, 44 días en concepto de 
moderados y 29 días en concepto de básicos. Aplicando el baremo 
de la ley 35/2015, de 22 de septiembre y la resolución de 30 de 
marzo de 2020 de la dirección de seguros y fondos de pensiones 
por la que se publican las cuantías indemnizatorias 
actualizadas, resulta un total de 3.268,09 euros. 
 Por lo que se refiere a las secuelas que se reclaman no se 
objetivan las mismas en el informe de mutua balear, mientras que 
el perito el Sr. Nieto afirma su existencia, pero no da una 
explicación razonada de las mismas, parte únicamente en este 
punto de lo dispuesto en el informe de tratamiento privado de 
rehabilitación que indicó necesidad de sesiones ocasionales a la 
reaparición de rigidez, pero sin asociar una patología 
específica. A mayor abundamiento, de las pruebas practicadas a 
la paciente por mutua balear se obtiene un resultado sin 
hallazgos, por lo que, no se reconocen secuelas a la actora. 
 
 CUARTO.- Intereses. El art. 20.4 LCS establece que “la 
indemnización por mora se impondrá de oficio por el órgano 
judicial y consistirá en el pago de un interés anual igual al de 
interés legal del dinero vigente en el momento en que se 
devengue, incrementado en el 50 por 100; estos intereses se 
considerarán producidos por días, sin necesidad de reclamación 
judicial. No obstante, transcurridos dos años desde la 
producción del siniestro, el interés anual no podrá ser inferior 
al 20 por 100.” 
 El apartado 8º del mencionado artículo que establece que 
“no habrá lugar a la indemnización por mora del asegurador 
cuando la falta de satisfacción de la indemnización o de pago 
del importe mínimo esté fundada en una causa justificada o que 
no le fuere imputable”.  
 En este aspecto, la Sala 1ª del Tribunal Supremo ha 
mantenido una interpretación restrictiva en la apreciación de 
esta causa de exoneración en atención al carácter sancionador 
que tiene la norma al efecto de impedir que se utilice el 
proceso como excusa para retrasar o dificultar el pago al 
perjudicado (STSS 17 de octubre de 2007, 18 de octubre de 2007, 
6 de noviembre de 2008, 7 de junio de 2010 y 17 de diciembre de 
2010). La jurisprudencia considera que no existe causa de 
justificación cuando no se cuestiona ni la realidad del 
siniestro ni la cobertura del seguro, sino tan sólo en la 
concreta cuantía de la indemnización o respecto de la influencia 
causal de la culpa del asegurado en su causación, incluso en 
supuesto de concurrencia de culpas. Es más, al ser este el 
motivo alegado, la jurisprudencia no la admite puesto que en 
casos de circulación de vehículos a motor la responsabilidad se 



    

 

asienta en el riesgo generado en la circulación. (STSS 10 de 
diciembre de 2009, 23 de abril de 2009 y 29 de junio de 2009). 
Por tanto, en ningún caso la incertidumbre de la cantidad a 
satisfacer por la aseguradora constituye causa suficientemente 
justificada para la abstención de la consignación o el 
ofrecimiento de cantidad, debiendo ser impuestos a la misma en 
este caso los intereses por mora del precepto citado.  
  
 QUINTO.- Costas. Resulta de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 394 LEC. 
 
 
 

FALLO 
 
Estimar sustancialmente la demanda formulada por Dª Coloma 

Castañer Abellanet, Procuradora de los Tribunales, obrando en 
nombre y representación de AMPARO RUIZ ZUBIZARRETA frente a 
JUAN COLL MARTÍNEZ y FÉNIX DIRECTO SEGUROS S.A., condenando a 
la misma a pagar al actor la cuantía de 3.268,09 euros más 
intereses legales que serán los previstos en el art. 20 LCS. 
 
Con imposición de costas a la demandada. 
Notifíquese a las partes haciéndoles saber que esta sentencia 
no es firme en razón de la cuantía y frente a la misma cabe 
interponer Recurso de Apelación en el plazo de 20 días.  
 
 
Así por ésta mi sentencia, de la que se llevará testimonio a 
los autos de su razón definitivamente juzgado en primera 
instancia, lo pronuncio, mando y firmo. 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes. 
 




